CONCEPTO 513 DE 2013
(2 septiembre)

SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS
Asunto. Su solicitud de concepto(1)
Cordial saludo.

Se basa el objeto de estudio en atender la siguiente solicitud: ¿Existe alguna ley a nivel nacional (no local) que determine que el mínimo vital aplica solamente a los estratos 1 y 2?¿El establecimiento de los límites a partir de los cuales se aplican los mínimos vitales quedó establecido como competencia de los dirigentes regionales, departamentales y/o locales?
Hago claridad que me interesa saber si hay alguna normatividad nacional en cuanto a este tema, porque cuando he preguntado al respecto siempre me mencionan los decretos 485 de 2011 y 64 de 2012 de la alcaldía de Bogotá, pero que pasa si la persona se encuentra en otra ciudad? Cómo aplica el mínimo vital, la dignidad humana, los derechos fundamentales…?
Por qué se ha establecido que la dignidad humana solo aplica a los estratos 1 y 2? Los derechos fundamentales y la dignidad humana se pierden en cierta medida en cuanto se incrementa el estrato socio-económico?
Antes de realizar una suspensión del servicio público de acueducto, se tiene que establecer cuáles fueron las causas que llevaron al usuario a no cumplir con sus obligaciones?¿No se debería revisar cómo más se ve afectada una persona y su familia cuando se le aplica una sanción como la suspensión del derecho fundamental del agua? No se debería revisar quienes viven y se afectan (y en que medida) de estas acciones sancionatoria?¿Si hay población vulnerable (bebes, mujeres embarazadas, adultos mayores, personas con enfermedades considerables) residiendo en el predio en cuestión?   
Por último, quisiera aclarar si la aplicación de una sanción como la suspensión del servicio de acueducto, no va en contra de lo establecido por la Constitución Nacional y de los tratados internacionales firmados por Colombia, en donde se establece el agua como derecho fundamental que no debería faltar bajo ninguna circunstancia? 
Antes de brindar una respuesta puntual, debemos advertir que el presente documento se formula con el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, toda vez que los conceptos emitidos por la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en respuesta a una petición en la modalidad de consulta, constituyen orientaciones y puntos de vista que no comprometen la responsabilidad de la entidad ni tienen carácter obligatorio ni vinculante.

Por otra parte, de conformidad con lo establecido en el parágrafo primero(2) del artículo 79 de la Ley 142 de 1994(3), modificado por el artículo 13 de la Ley 689 de 2001(4) esta Superintendencia no puede exigir, en ningún caso, que los actos o contratos de una empresa de servicios públicos se sometan a aprobación previa suya. Lo anterior podría configurar extralimitación de funciones, así como la realización de actos de coadministración a sus vigiladas.

Ahora bien, en orden a atender su consulta, resulta necesario reiterar lo expuesto en el Concepto SSPD-OJ-2012-412, en el sentido de señalar que el derecho a un mínimo vital al agua, se configura como un derecho fundamental, que aunque no se encuentra plenamente consagrado en la carta política, ha sido reconocido por la Corte Constitucional en sus pronunciamientos, dada su íntima conexidad con los derechos a la dignidad humana, la vida, la salud y la vivienda, entre otros, en el marco contextual del modelo de Estado Social de Derecho, consagrado en la Constitución de 1991.

Actualmente, no existe una norma de orden nacional, que desarrolle el derecho al mínimo vital al agua, sin embargo, cursa en el Congreso de la República el proyecto de ley PL-174-12, el cual puede consultar en la página oficial del Senado: www.senado.gov.co 

De otra parte, es necesario resaltar que ni en el concepto referido, emitido por esta Oficina Asesora Jurídica, ni en los fallos jurisprudenciales de la H. Corte Constitucional allí citados, se plantea de manera alguna que el derecho al mínimo vital de agua, sea aplicable exclusivamente a las personas que comprenden los estratos 1 y 2, pues al considerarlo un derecho fundamental, se predica de todas las personas en general, sin posibilidad de generar discriminación en su garantía y aplicación.

De conformidad con lo anterior, en cuanto se refiere a las disposiciones expedidas por el Distrito Capital de Bogotá, a las cuales hace alusión en su consulta, solo es posible señalar que dichas medidas y la decisión de restringirlas a los estratos 1 y 2, obedecen al fuero interno y la interpretación de las autoridades distritales, que dimensionan el derecho al mínimo vital, como un subsidio que debe procurarse a las personas menos favorecidas.

Sin embargo, y como lo señala claramente la Corte Constitucional en los diversos fallos relacionados en el Concepto SSPD-OAJ-2012-412, el derecho al mínimo vital de agua, no se materializa en la gratuidad del mismo, sino en el efectivo acceso al servicio, a toda la población en términos tanto físicos, como económicos, es decir, que pueda el ciudadano acceder a las fuentes de agua potable, y además de ello, a que su valor sea costeable para él, en consideración a sus condiciones económicas.

Ahora bien, en relación con la suspensión del servicio de agua potable, como se refirió en el concepto en mención, la Corte Constitucional ha avalado constitucionalmente el derecho de los prestadores de servicios públicos, al suspender el servicio a aquellos usuarios que no atienden su pago, por cuanto, corresponde al beneficio común, que las empresas prestadoras puedan recaudar la remuneración contenida en las tarifas, en orden a garantizar la continuidad en el servicio y las inversiones requeridas para la expansión de la cobertura, en condiciones de calidad. 

En otras palabras, la cesación en el pago de las facturas del servicio y la imposibilidad de suspender el servicio por tal causa, implica gratuidad en el mismo, lo cual se encuentra legalmente proscrito, toda vez que adicionalmente podría constituir un incentivo para que otros usuarios decidan rehusarse al pago y así desfinanciar el esquema de prestación del servicio, lo que puede devenir en afectaciones a los usuarios existentes y a los usuarios potenciales que esperan poder contar con él.

Sin embargo, mediante la Sentencia T- 546 de 2009, la Corte Constitucional señala que si bien existe dicha regla general, avalada por la propia Corte, respecto de la suspensión del servicio por parte de los prestadores de servicios públicos frente al incumplimiento de las obligaciones de pago de los usuarios, dicha regla no es de aplicación irrestricta y que de hecho debe ceder a principios de mayor prevalencia:

“4.5. Sin embargo, aunque por regla general es válido y constitucionalmente aceptable que por regla general la empresa de servicios públicos deba suspender los servicios públicos domiciliarios al consumidor incumplido, está prohibido por la Constitución formular esa posibilidad como deber categórico o definitivo, pues en un Estado Constitucional tienen que importar en el análisis de legitimidad de la suspensión, las causas del incumplimiento en el pago de los servicios públicos, los efectos que pueda ocasionar, los derechos fundamentales que pueda menoscabar o la calidad de las personas o bienes que pueda afectar. Al respecto debe recordarse que la Corte Constitucional, en la Sentencia C-150 de 2003,(5) controlaba la constitucionalidad de las normas que obligan a las empresas de servicios públicos domiciliarios a suspender los servicios, en casos de incumplimiento sucesivo en el pago de los precios pactados en los contratos de condiciones uniformes. En esa oportunidad la Corte encontró que, por regla general, era no sólo constitucionalmente legítimo, sino además imperioso suspender la prestación de servicios públicos domiciliarios, en los términos en que fue referido en el acápite 4.4 anterior. Sin embargo, advirtió que en otras hipótesis, el menoscabo que representaba para otros derechos fundamentales era desproporcionado, si se lo comparaba con el beneficio reportado por la suspensión. Por eso mismo, condicionó su exequibilidad en el siguiente sentido:
“las normas acusadas serán declaradas exequibles, en el entendido de que se respetarán los derechos de los usuarios de los servicios públicos cuando se vaya a tomar la decisión de cortar el servicio. Tales derechos, como el respeto a la dignidad del usuario (art. 1° de la C.P.) son, entre otros: (i) el debido proceso y el derecho de defensa, que permite a los usuarios o suscriptores contradecir efectivamente tanto las facturas a su cargo(6) como el acto mediante el cual se suspende el servicio(7) y también obligan a las empresas prestadoras de servicios públicos a observar estrictamente el procedimiento que les permite suspender el servicio(8). El derecho al debido proceso incorpora también el derecho a que se preserve la confianza legítima del usuario de buena fe en la continuidad de la prestación del servicio si éste ha cumplido con sus deberes(9); y (ii) el derecho a que las empresas prestadoras de servicios públicos se abstengan de suspender el servicio cuando dicha interrupción tenga como consecuencia el desconocimiento de derechos constitucionales de sujetos especialmente protegidos o, impida el funcionamiento de hospitales y otros establecimientos también especialmente protegidos en razón a sus usuarios(10), o afecte gravemente las condiciones de vida de toda una comunidad(11).” (Subrayas fuera del texto). 
En esa medida, la suspensión de los servicios públicos domiciliarios no puede tener lugar, pese al incumplimiento en el pago de los servicios, si los efectos de la suspensión se concretan en un desconocimiento desproporcionado a los derechos constitucionales de sujetos o establecimientos especialmente protegidos o en una grave afectación en las condiciones de vida de una comunidad.” 
En este sentido, la suspensión del servicio por incumplimiento de las obligaciones del usuario, no constituye per se, una vulneración de la normatividad vigente, de los mandatos constitucionales, ni de los tratados internacionales suscritos por Colombia, pero la Corte, sí deja expresamente claros, los criterios bajo los cuales se entiende que la suspensión del servicio contraviene derechos fundamentales.

En efecto, en la Sentencia T-717 de 2010, la Corte Constitucional planteó, entre otros, los siguientes criterios frente a la suspensión del servicio, estableciendo tres supuestos o requisitos necesarios, para que la suspensión del servicio se considere inconstitucional:

“De modo que lo real y definitivamente inconstitucional es la suspensión de los servicios públicos que reúna tres condiciones: 1) que efectivamente recaiga sobre un sujeto de especial protección constitucional, 2) que tenga como consecuencia directa, para él, un “desconocimiento de [sus] derechos constitucionales”, y 3) que se produzca por un incumplimiento de las obligaciones que pueda considerarse como involuntario, debido a circunstancias insuperables e incontrolables por el sujeto especialmente protegido o por quienes cuidan de él.” (Subrayas fuera de texto) 

De igual forma, se señala que la obligación de proveer la información respecto del cumplimiento de estos supuestos, recae en el usuario. No obstante, contempla una estipulación especial, cuando el usuario o las personas allí domiciliadas pertenezcan al Nivel 1 del Sisbén, ya que manifiesta: “en casos como este, en adelante deberá presumirse (ii) que la suspensión acarrea el desconocimiento de sus derechos fundamentales, y (iii) que la falta de pago se debe a circunstancias involuntarias, insuperables e incontrolables por voluntad propia, tales como la sumisión en condiciones de precariedad relevante, pobreza extrema, miseria e incluso indigencia.” (Subrayas fuera de texto).

Así las cosas, es importante señalar que la suspensión del servicio por falta de pago, es perfectamente legal, pero se torna inconstitucional, cuando se presenten los criterios anteriores, y en ese sentido, el prestador tiene la responsabilidad de evitar incurrir en una vulneración constitucional, verificando, antes de proceder a efectuar la suspensión del servicio, si en el inmueble habitan personas sujetas a especial protección constitucional, a las cuales se les vulneraría un derecho fundamental con la suspensión del servicio, para lo cual deberá requerir al usuario la información correspondiente, excepto si se trata de un usuario perteneciente al nivel 1 del Sisbén, caso en el cual, la Corte presume que la suspensión vulnera derechos fundamentales y que las causas de la falta de pago son insuperables.

Finalmente, le informamos que esta Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía un sitio de consulta al que usted puede acceder en la siguiente dirección: http://basedoc.superservicios.gov.co.Ahí encontrará normativa, jurisprudencia y doctrina sobre los servicios públicos domiciliarios, en particular los conceptos emitidos por esta entidad.

Cordialmente, 

MARINA MONTES ÁLVAREZ
Jefe Oficina Asesora Jurídica

Proyectó:  Luis María Padilla, Asesor Oficina Asesora Jurídica

Revisó:   Yolanda Rodríguez Guerrero, Coordinadora Grupo de Conceptos (A).

NOTAS AL FINAL:
1. Radicado 20135290392392
Tema: MÍNIMO VITAL.
  
2. PARÁGRAFO 1o. En ningún caso, el Superintendente podrá exigir que ningún acto o contrato de una empresa de servicios públicos se someta a aprobación previa suya. El Superintendente podrá, pero no está obligado, visitar las empresas sometidas a su vigilancia, o pedirles informaciones, sino cuando haya un motivo especial que lo amerite.
3. Por la cual se establece el régimen de los servicios públicos domiciliarios y se dictan otras disposiciones. 
4. Por la cual se modifica parcialmente la Ley 142 de 1994. 
5. M.P. Manuel José Cepeda Espinosa. 
6. En la Sentencia T-485 de 2001 (M.P. Jaime Córdoba Triviño), la Corte analizó el derecho de los usuarios a que sus recursos sean resueltos antes de que se les corte el servicio. De igual manera los artículos 152 a 158 de la Ley 142 de 1994 versan sobre los derechos de defensa del usuario en sede de la empresa. 
7. En la Sentencia T-881 de 2002 (MP Eduardo Montealegre Lynett), la Corte sostuvo que "contra el acto de suspensión del servicio que realice la empresa proceden los recursos de reposición, y de apelación".
8. Sobre este punto, ver la Sentencia T-1108 de 2002 (M.P. Álvaro Tafur Galvis), donde se desarrolló ampliamente el tema.
9. Sobre este punto, ver la Sentencia T-730 de 2002 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa).
10. Sobre este punto, pueden consultarse, entre otras, las siguientes providencias: la sentencia T-235 de 1994 (M.P. Antonio Barrera Carbonell), respecto de cárceles; la Sentencia T-380 de 1994 (M.P. Hernando Herrera Vergara), respecto de colegios públicos; y la Sentencia T-881 de 2002 (M.P. Eduardo Montealegre Lynett), respecto de hospitales, acueductos y establecimientos relacionados con la seguridad ciudadana.
11. Sobre este punto, ver la Sentencia T-881 de 2002 (M.P. Eduardo Montealegre Lynett)
